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Se declara abierta la sesión a las 10.10 horas.

TEMA 145 DEL PROGRAMA: INFORME DE LA COMISION DE DERECHO INTERNACIONAL SOBRE LA
LABOR REALIZADA EN SU 41° PERIODO DE SESIONES (continuación) (A/44/l0; A/44/475,
A/44/409 Y Corr.l y 2)

TEMA 142 DEL PROGRAMA: PROYECTO DE CODIGO DE CRlMENES CONTRA LA PAZ Y LA SEGURIDAD
DE LA HUMANIDAD (continuación) (A/44/465, A/44/73-S/2038l, A/44/75-S/20388,
A/44/77-S/20389, A/44/l23-S/20460)

1. El Sr. MOMTAZ (RepÚblica Islámica del Irán), refiriéndose a la cuestión de la
responsabilidad de los Estados, señala que, desde el punto de vista metodológico, el
Relator Especial ha sugerido que se mantenga el enfoque de su predecesor y que se
traten separadamente las consecuencias jurídicas de los delitos y de los crímenes
internacionales. Esto ha suscitado ciertas críticas en la COI, que el orador estima
no pertinentes y relativas al parecer a cuestiones de fondo. Algunos miembros de
la COI han objetado la distinción entre delito y crimen, considerando que el
concepto de crímenes internacionales de los Estados es nuevo y sin apoyo en el
derecho internacional. Si bien el artículo 19 de la Primera parte, referente al
concepto de crimen, es uno de los aspectos más innovadores del proyecto, no
constituye algo nuevo. Este concepto, que comenzó a elaborarse después de la
primera guerra mundial, figura en varios instrumentos internacionales. En ese
artículo 19 se establece que, además de los atentados contra 103 intereses de los
Estados - es decir, los delitos - existen los crímenes, consistentes en acciones
que vulneran los intereses fundamentales de la comunidad internacional. Supone,
pues, la aceptación de la acción pÚblica contra el Estado autor de un crimen
internacional que compromete la responsabilidad penal del Estado. Aunque la CDI no
se ha pronunciado aún y el Relator Especial ha precisado que las consecuencias de
los crímenes no se deben equiparar a una responsabilidad penal, el orador estima
que esta consecuencia es inevitable. De ahí que en la CDI se haya expresado que
las consecuencias de los hechos ilícitos no deberían definirse en términos tales que
negaran a un pueblo su derecho a existir (A/44/l0, párr. 238). Para lograrlo es
sin duda necesario negar la identificación entre los conceptos de pueblo y de
Estado. Resulta posible castigar al Estado sin que la pena afecte al conjunto de
sus ciudadanos. Tras estudiar la práctica diplomática y jurisprudencia en materia
de reparación el Relator Especial llegó a la conclusión de que no escaseaban los
ejemplos de sanciones contra Estados infractores. En cierto modo, es el caso de
las medidas coercitivas previstas en el Capítulo VII de la Carta. Su delegación
comparte la opinión del Relator Especial de que éste no podía poner en tela de
juicio la permanencia del artículo 19 y elaborar la Segunda parte del proyecto
partiendo de la hipótesis de que la categoría de los crímenes internacionales había
desaparecido de la Primera parte (A/44/l0, párr. 244).

2. Aludiendo a los a~tículos 6 y 7 del proyecto, el orador sostiene que la
cesación de un hecho internacionalmente ilícito es del todo independiente de la
reparación del daño ocasionado. Al respecto, el ejemplo de la ocupación militar
del territorio puede resultar muy ilustrativo. En efecto, la retir~da de tropas
extranjeras del territorio ocupado representaría sin duda la cesación de un hecho
internacionalmente ilícito, pero no resolvería la cuestión de resarcir los daños
ocasionados por esa ocupación.
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3. En cuanto al artículo 7 del proyecto, sobre la restitución en especie, su
delegación insiste en la importancia de los comentarios relativos a la excepción a
la obligación de restitución y hace hincapié en el principio de la soberanía
permanente de los Estados sobre sus recursos naturales. La nacionalización es una
de las manifestaciones fundamentales de ese principio. A este respecto, su
delegación apoya la idea de que la restitución en especie no debe impedir el
ejercicio de ese derecho. Además, cuando el Estado que decretó la nacionalización
tiene un bajo nivel de desarrollo económico, hasta la restitución pecuniaria puede
afectar indirectamente el ejercicio del derecho a la nacionalización. Por último,
su delegación espe~a que la CDI conceda prioridad a la cuestión de la
responsabilidad de los Estados, que figura en su programa desde hace más de 30 años.

4. El Sr. CALERO RODRIGUES (Brasil), refiriéndose a la responsabilidad de los
Estados y a la responsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales de
actos no prohibidos por el derecho internacional, dice que ambas cuestiones han
sido objeto de examen durante largo tiempo, 10 que se explica porque suscitan
muchas cuestiones teóricas y prácticas que requieren detenido análisis para poder
cristalizarlas adecuadamente en textos escritos. Su delegación estima que ahora
la CDI puede acelerar la labor sobre ambas cuestiones. El único problema reside
en lograrlo dentro de los dos años de labor que restan a la actual composición de
la CDI, lo que, sin embargo, no parece un problema demasiado grave. Dado el estado
del examen de los otros temas, hay tiempo para que la CDr examine adecuadamente en
sesión plenaria las dos cuestiones sobre responsabilidad internacional.

5. Tratándose de la responsabilidad de los Estados, el orador señala que del
informe de la CDr parece desprenderse que ésta no ha progresado mucho en esa
cuestión. Aparte de los aspectos metodológicos, la CDr sólo ha abordado dos
artículos. De hecho, ellos resultan de la división de un artículo, ya que el
Relator Especial ha insistido en estudiar separadamente la cesación de un hecho
internacionalmente ilícito de carácter continuo y la restitución en especie.
Esto es acertado, pero quizá no tiene la importancia que el Relator Especial le
atribuye. A juicio de su delegación, el artículo 7 es el único aspecto de interés
en esta parte del informe. Ahora bien, su título, "restitución en especie" plantea
algunas dudas. Se señala en el informe (A/44/10, párr. 280) que la doctrina y la
práctica de los Estados no son uniformes en cuanto al significado de la restitución
en especie. Para algunos, significa restablecer la situación existente con
ant9rioridad al hecho ilícito. Para otros, restablecer la situación que habría
existido si no se hubiera cometido el hecho ilícito. El artículo 7 no indica cuál
de esos sentidos se atribuye a la palabra restitución. El Relator Especial señala,
sin embargo, que en las disposiciones relativas a la indemnización pecuniaria se
establece que esta indemnización debería reparar cualquier daño no resarcido
mediaúte naturalis restitutio en la medida necesaria para restablecer la situación
que habría existido si no se hubiese cometido el hecho ilícito (A/44/10, párr. 298).
Esto supone elegir el criterio estricto de restitución. Si fuera así, el
artículo 7 debería indicarlo claramente. Su delegación es partidaria del concepto
amplio, pero con~ídera que el artículo no debe ser ambiguo. De todos modos, estima
innecesario utilizar la expresión "restitución en especie", que es traducción de
"restitutio in integrum". Si se adoptara el criterio estricto, convendría volver a
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la forma utilizada por el anterior Relator Especial en su propuesta de artículo 6,
en la que no se empleaba la expresión "restitución en especie". En cambio, de
adoptarse el criterio amplio, convendría mencionar la obligación de restablecer la
situación que hubiera existido si no se hubiera cometido el hecho ilícito.

6. En el artículo 7 propuesto se establece la excepción de "excesiva onerosidad".
Según este concepto, el Estado quedaría exento de la obligación de restituir en
especie cuando "represente una carga desproporcionada en relación con el daño
causado por el hecho ilícito" o "comprometa gravemente el sistema político, económico
o social del Estado que haya cometido el hecho internacionalmente ilícito". Ahora
bien, parece difícil concebir que una restitución sea una carga desproporcionada en
relación con el daño. La restitución prevista en el artículo es la restitución en
especie, lo que equivale a restablecer el equilibrio, a hacer desaparecer los
daños. Entonces, ¿cómo puede hablarse de una carga desproporcionada? También es
difícil concebir que la restitución pueda comprometer gravemente el sistema
político, económico o social del Estado, a menos que esa hubiera sido la
consecuencia del cumplimiento de la obligación que se ha violado. Sin embargo, en
este caso y de conformidad con la Primera parte del proyecto de artículos no habría
habido ilicitud. En el artículo 33 de la Primera parte (A/35/10, cap. III) se
indica que se puede invocar el estado de necesidad como causa de exclusión de la
ilicitud de un hecho que no esté en conformidad con una obligación internacional
cuando "ese hecho haya sido el único medio de salvaguardar un interés esencial del
Estado contra un peligro grave e inminente". Parece obvio que algo que compromete
gravemente el sistema político, económico o social de un Estado pone en peligro los
intereses esenciales de ese Estado. La restitución no es algo independiente, sino
que está estrechamente vinculada a la obligación original. Por otra parte, y según
el artículo propuesto, si se excluyera la restitución, correspondería aplicar la
reparación por equivalencia~ En este caso, ¿no comprometería gravemente esa
reparación el sistema político, económico o social del Estado? La cuestión, a
juicio del orador, se resume así: 1) si la excesiva onerosidad de la restitución
en especie indica también una excesiva onerosidad de la obligación original, se
debe reconocer la existencia de un Estado de necesidad, en el sentido de la Primera
parte del proyecto de artículos y, por lo tanto, la cuestión debe quedar al margen
de los artículos; 2) si la excesiva onerosidad sólo existe con respecto a la
restitución, también se debe reconocer el Estado de necesidad. No se aplicarían
las normas generales sobre la reparación por equivalenc~a. En tal caso, los
artículos deberían establecer normas específicas para determinar la indemnización
debida, o bien se debería hacer referencia a las normas sobre responsabilidad.

7. Refiriéndose a la responsabilidad internacional por las consecuencias
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho internacional, el orador estima
que la revisión de los diez primeros artículos - ahora reducidos a nueve - llevada
a cabo por el Relator Especial mejora notablemente los textos originales.
Su delegación osberva complacida que se ha aceptado su idea de que el "daño" debe
ser la base de las disposiciones relativas a la responsabilidad, y que el concepto
de "riesgo" corresponde a las disposiciones relativas a la prevención.

l .•.
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8. Se señala en el informe de la COI (A/44/l0, párr. 313) que el artículo 1 se
aplica a "actividades" pero no a "actos". En opinión del Relator Especial, las
actividades están conformadas por los actos de muchas personas, orientadas hacia
amplios fines comunes. En consencuencia, quedan fuera del alcance de los artículos
las consecuencias de actos que no constituyen actividades. Con todo, el Relator
Especial indicó que en el marco de una actividad lícita se ejecutan actos lícitos
de los que pueden derivarse daños y determinadas consecuencias. No hay razón para
que no se deriven consecuencias jurídicas cuando produzcan daños para un Estado
como consecuencia de un acto aislado y no vinculado a ninguna actividad. Por ello,
no debe exigirse que los actos estén vinculados con actividades.

9. En lo tocante al daño por reparar, el artículo 9, cuya redacción se basa en
los artículos del derecho de los usos de los cursos de aguas internacionales,
dispone que deberá repararse el "daño apreciable". Esa redacción es demasiado
vaga, por lo cual debería establecerse con precisión un baremo relativamente alto
para determinar qué daño ha de repararse.

ID. En los artículos 10 a 17 se aprecia una tendencia a imponer procedimientos
normativos rígidos e inútiles que sólo complican innecesariamente los instrumentos
en que figuran. Los Estados sólo recurren a procedimientos especiales de
notificaciones, intercambio de información, consultas y negociaciones cuando
consideran que son útiles. Por ello es contraproducente imponer procedimientos
rígidos y complicados.

11. Su delegación considera inaceptables los nuevos artículos, que ya suscitaron
una reacción negativa por parte de la COI. Así, y tal como se señala en el
párrafo 397 del informe, el Relator Especial entendió que la Comisión no deseaba
normas de procedimiento detalladas para la prevención.

12. En el párrafo 382 del informe figuran las tres opciones que consideró el
Relator Especial, quien se inclinó por la segunda, pues estimaba que la COI no
aprobaría la primera de ellas. El orador opina que la tercera opción es la mejor,
aunque está dispuesto a considerar otras propuestas que se presenten.

13. En lo tocante al daño causado a varios Estados o al "patrimonio mundial", tema
éste que cobra especial importancia a raíz de los progresos de la tecnr.logia
moderna, es cierto que no resulta difícil determinar la responsabilidad ~e un
Estado frente a otro por los daños que el primero haya causado o pueda causar al
segundo. Es asimismo posible, si bien algo más difícil, determinar esa misma
responsabilidad cuando los daños afecten a varios Estados. Ahora bien, en el caso
del "patrimonio mundial" sólo puede incurrirse en responsabilidad frente a una
organización, la cual no existe en términos generales. Así. hay organizaciones en
diversos sectores, pero faltan en muchos otros. En consecuencia, si la COI decide
ampliar en algún momento el alcance de los artículos para que abarquen también el
"patrimonio mundial", deberá modificarse oportunamente la redacción de diversos
artículos.
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14. La Sra. OBI-NNADOZIE (Nigeria) señala, en relación con el artículo 6 del
proyecto sobre Responsabilidad de los Estados, tal como figura en el capítulo IV
del informe de la COI, que no puede insistirse demasiado en la obligación del
Estado cuya acción u omisión constituye un hecho internacionalmente ilícito de
carácter continuo de hacer ~ue cese esa acción u omisión. Debe desecharse, como
contraria al imperio del derecho, la tesis de que esos actos internacionalmente
ilícitos de carácter continuo pueden resultar menos inadmisibles para la comunidad
internacional, ya que, de ser así, el transcurso del tiempo legitimaría cualquier
actividad ilícita que realizasen los Estados, con lo que se retornaría a la ley de
la jungla.

15. Aunque es aceptable el artículo 7, que trata de la restitución en especie,
surgen algunas dudas en relación con el inciso c) del párrafo 1 y con el inciso b)
del párrafo 2. Así, la oradora se pregunta a cuál de los dos Estados (el culpable
o el lesionado) corresponde determinar si una restitución en especie es
excesivamente onerosa para el Estado que haya cometido el hecho internacionalmente
ilícito. Además, si se mantiene la redacción del inciso c), cualquier Estado que
haya cometido un hecho ilícito podrá argüir que la restitución en especie a la que
está obligado es excesiva. De ahí que en algunos sectores se señale que no se
habría desencadenado la segunda guerra mundial de no haber exigido reparaciones
excesivas los vencedores de la Gran Guerra. Sin embargo, este razonamiento no debe
constituir un obstáculo para el desarrollo ordenado y progresivo del derecho
internacional, pues debe existir algún elemento para disuadir a los Estados que se
aventuran en empresas peligrosas, con objeto de que tengan una clara y absoluta
certidumbre de que su comportamiento entrañará, entre otras cosas, una importante
restitución que bien podrían considerar insoportable.

16. Como la obligación de restituir no abarca ciertos hechos, tales como los
fallos de los tribunales nacionales, ello puede utilizarse como pretexto para
oponerse totalmente a la obligación de restituir. Por ese motivo, la sociedad
internacional, que acepta el imperio de la ley, debería adecuar paulatinamente el
derecho interno al derecho internacional. Así, en algunos Estados los tratados
internacionales ratificados pasan automáticamente a convertirse en parte del
derecho interno, por cuyo cumplimiento han de velar los tribunales nacionales.
Ese sistema debería adoptarse por más países, con lo que se fortalecería el papel
del derecho internacional.

1'7. A juicio de la oradora, el artículo 6, tal como figura en el capítulo V del
informe de la COI, no destaca suficientemente la responsabilidad, la reciprocidad y
el bienestar, elementos que deberían interesar especialmente a los Estados. En una
época como la actual, en la que las fronteras físicas ya no impiden la transmisión
de sustancias peligrosas, debe insistirse en el bienestar de los Estados y no
solamente en su soberanía. En consecuencia, debería modificarse la redacción del
artículo 6 en los siguientes términos: "compatible con la protección de los
derechos que emanen de la soberanía y el bienestar de otros Estados".

18. De la redacción de los artículos 12, 13 Y 17, relativos a la notificación y
la advertencia, se desprende que los Estados cuentan siempre con información
precisa y completa sobre las consecuencias de las actividades que están a punto de
emprenderse o que se han emprendido en sus territorios o en otros territorios bajo
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su control, lo cual no siempre es cierto. Además. el plazo de seis meses que se
concede para facilitar información es más que suficiente para que se produzcan
daños irreparables. En consecuencia, la CDr debería examinar los problemas que
plantean esos artículos, habida cuenta de que no siempre existe el espíritu de
cooperación y de buena fe entre los Estados que se prevé en el artículo 7.

19. En lo tocante al artículo 11, cuyo objetivo es la protección de la seguridad
nacional o de los secretos industriales de los Estados, debe tenerse en cuenta que,
debido a la avanzada tecnología de la era actual, hay pocos secretos que escapen a
los satélites y otros dispositivos. Por ese motivo, no debe recurrirse con
excesiva frecuencia a la denominada seguridad nacional para impedir la transmisión
oportuna de información esencial sobre actividades transfronterizas peligrosas, con
objeto de permitir que el Estado al que se haya hecho la notificación adopte de
inmediato medidas preventivas para impedir las consecuencias nocivas de esas
actividades. La seguridad nacional, que es un concepto relativo, no debería
constituir ningún obstáculo para la cooperación eficaz entre los Estados.

20. El Sr. LEE (Canadá) dice, en relación con la responsabilidad internacional por
las consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho in~ernacional,

que en los proyectos de artículos 1 a 9, que constituyen una nueva formulación de
los proyectos presentados durante el pasado año, se han tenido en cuenta los
debates celebrados sobre el tema en la CDr y la Sexta Comisión. El orador celebra
que se haya incorporado el concepto de "riesgo" como único criterio para terminar
las actividades previstas en el proyecto de artículos, lo que refleja un cambio
importante de criterio en relación con el informe del año anterior, ya que
actualmente se tiene más en cuenta el daño. No obstante, en el artículo 1 se
mantiene la expresión de "riesgo apreciable" en un intento de limitar el alcance de
los artículos. En este contexto, debería racionalizarse el proyecto de artículos
mediante la separación de los conceptos de riesgo y daño - que se tratarían cada
uno en capítulos separados - con miras a lograr un consenso en relación con la
totalidad del proyecto de artículos. Ello obedece a que el concepto de riesgo es
importante para fomentar la adopción de medidas preventivas y tal vez para
establecer el nivel de precaución pertinente.

21. Su delegación, que celebra la inclusión explícita de la palabra "medio" en la
definición del riesgo y del daño que figura en el artículo 2, desea que se
incorporen más aspectos ambientales en el proyecto de artículos. Hay que ir más
allá de los precedentes que sentaron los contenciosos de La fundición Smelter,
El lago Lanoux y El Canal de Corfú, los cuales, junto con el Principio 21 de
Estocolmo e instrumentos tales como el Convenio de Londres sobre la Prevención de
la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y Otras Materias y la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, han configurado un
cuerpo sustantivo de principios consuetudinarios y convencionales en esa esfera.
El orador coincide con el Relator Especial en que, en el futuro, el tema del
"patrimonio mundial" debería abordarse en el proyecto de artículos, toda vez que el
Principio 21 de Estocolmo no se limita a ocuparse de los daños causados a otros
Estados, sino que abarca también el daño al "patrimonio mundial". Por ello,
debería incurrir en responsabilidad el Estado que persistiese en realizar una
actividad que lesionase gravemente el patrimonio mundial. Prescindiendo de que se
considere que la labor que realiza la CDr consiste en una codificación o en el
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desarrollo progresivo del derecho, la comunidad internacional ha de aceptar el
principio de que los Estados asumen en común la obligación de proteger y preservar
el medio ambiente y sus recursos vivos dentro y fuera de la jurisdicción nacional.
En aras de la justicia y de las expectativas de los países lesionados, se impone el
criterio de Responsabilidad y, en determinadas circunstancias, ~a norma de
responsabilidad estricta.

22. En esta esfera, el derecho debe desarrollarse de forma abierta, flexible e
imaginativa, teniendo en cuenta ciertas propuestas innovadoras que ya se han
formulado en relación con planes de aseguramiento y fondos de responsabilidad.
Debería prestarse atención a esas ideas aun en el caso de que los hechos
pertinentes no fuesen intrínsecamente peligrosos, sino causantes de daños
acumulativos.

23. El Sr. BELLOUKI (Marruecos), refiriéndose en primer lugar al proyecto de
artículos sobre Responsabilidad de los Estados, dice que el artículo 6, remitido
por la CDI al Comité de Redacción, al tiempo que establece una regla justa para el
Estado lesionado, confiere derechos a los demás miembros de la comunidad
internacional en caso de violación de una obligación erga omnes. Debería ponerse
de relieve el carácter inmediato de la cesación, la cual, además de no estar
v~nculada a la solicitud del Estado perjudicado, tampoco ha de afectar a la
responsabilidad del Estado autor, que está obligado a reparar; de ahí la necesidad
de dos disposiciones separadas. En el texto francés, la palabra "acte" debe
sustituirse por "action".

24. El ejercicio por el Estado lesionado de su derecho a reparación está sometido
en el artículo 7 a condiciones que pueden dificultarlo. Si la obligación de reparar
en especie está sujeta a los límites de lo posible, la indemnización pecuniaria,
por su parte, no debe ser injusta para el Estado autor del hecho ilícito, sino
ceñirse a la reparación de los daños, restableciendo la situación previa.

25. Su delegación conviene con el Relator Especial en que las consecuencias
jurídicas de los delitos y los crímenes deben tratarse separadamente; sin embargo,
no debe trazarse una línea divisoria estricta entre las consecuencias procesales y
las sustantivas, habida cuenta de su interrelación. También es oportuno trasladar
de la Tercera a la Segunda parte las disposiciones relativas a las medidas que el
Estado lesionado puede adoptar para lograr la cesación o la reparación.

26. En relación con la responsabilidad internacional por las consecuencias
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho internacional, la ampliación
del ámbito del proyecto de artículos a la responsabilidad por actividades que
causen o entrañen riesgo de causar daños a numerosos Estados o al patrimonio común
de la humanidad obliga a reexaminar las normas de procedimiento aplicables a un
solo Estado afectado.

27. Su delegación apoya la equiparac~on del daño al riesgo apreciable, en la
inteligencia de que los Estados están obligados a prevenir los riesgos mediante el
ejercicio de una diligencia razonable, así como a reparar los daños teniendo en
cuenta las consecuencias presentes y futuras y a interrumpir las actividades tan
pronto como los daños se manifiesten efectiva o virtualmente.

l . ••
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28. La labor realizada en la esfera del derecho de los usos de los cursos de agua
interpacionales para fines distintos de la navegación permite confiar en que la
primera lectura de los proyectos de artículos pueda ultimarse antes de 1991.
Los proyectos de artículos propuestos, especialmente los artículos 22 y 23,
reflejan un equilibrio de intereses bien ponderado y ponen de relieve la necesidad
de la cooperación entre los Estados ribereños.

29. Por lo ~ue se refiere a las relaciones entre los Estados y lRS organizaciones
internacionales, su delegación considera que dichas organizaciones son aún sujetos
secundarios de derecho internqcional. Por consiguiente, los privilegi,)s e
inmupidades que se les otorguen deben basarse en un criterio astrietamp~te funcional
y no asimilarse a los privilegios e inmunidades de las misiones y los ógentes
diplomáticos.

30. Para terminar, el Sr. Bellouki se congratula de la celebración, durante el
período de sesiones de la CDI, del Seminario sobre derecho internacional, y destaca
su positiva contribución a la formación de jóvenes juristas de los países en
desarrollo.

31. SI Sr. HILLGENBERG (Repúblioa Federal de Alemania), refiriéndose en primer
lugar al tema de la Responsabilidad de los Estados, celebra que la CDI haya
estUdiado a fondo la propuesta del Relator Especial de distinguir las consecuencias
jurídicas de los delitos y los crímenes. Los crímenes internacionales son
violaciones de obligaciones erga omnes, por 10 que todos los Estados deben tener
derecho a exigir responsabilidades; al mismo tiempo, habría que estudiar los
posibles derechos de carácter subsidiario de los Estados que no han cometi~o

violaciones. En la fase actual de las deliberaciones no parece oportuno plantear
cuestiones relacionadas Con partes del proyecto aprobadas provisionalmente en
primera lectura. Sin embargo, en su momento habrá ~ue reexaminar a fondo los
proyectos de artículos de la Parte I ~ue consagran los principios generales de
la responsabilidad.

32. Su delegación celebra que la CDI haya remitido al Comité de Redacción los
artículos 6 y 7 Y estima que la decisión final sobre el posible desplazamiento del
artículo 6 puede aplazarse hasta tener una idea clara de la estructura general del
proyecto.

33. Los proyectos de artículos 8 a 10 del segundo informe del Relator Especial
merecen algunas observaciones de carácter general. En el artículo 8 se establece
claramente que la reparación ha de adoptar forma de compensación material y qu~ la
culpa sólo puede influir para establecer la responsabilidad, pero no para evaluar
la reparación. Su delegación no tiene nada que objetar a ello. Abriga dudas, sin
embargo, sobre la necesidad de dedicar un artículo separado, como el artículo 9, a
la comrensación por lucro cesante, que está satisfactoriamente regulada por el
artículo 8. Con arreglo al artículo 10, los Estados pueden pedir satisfacción por
atentados a su dignidad. Al evaluar la magnitud de los daños morales, las
circunstancias del caso desempeñan un papel importante. De todas formas, debe
evitarse establecer un vínculo directo entre el grado de culpa y la naturaleza
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y magnitud de la reparación. Cabe también preguntarse si es adecuado aceptar sin
más la denominada "indemnización punitiva". Al F'valuar la reparación por daños
morales, conviene centrarse más en la compensación a la parte perjudicada que en el
castigo de la culpable, criterio que prevalece en la práctica internacional.
Por Último, y también en relación con el artículo 10, cabe señalar que normalmente
los Estados sólo tienen la obligación de garantizar que las violaciones no van a
repetirse, por lo que son libres de elegir las medidas de salvaguardia que estimen
adecuadas.

34. El tema de la responsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales
de actos no prohibidos por el derecho internacional no está aÚn claramente
delimitado. El intento de regular plenamente la responsabilidad en una forma
internacionalmente vinculante es una empresa muy ambiciosa, y lo mismo puede
decirse de la propuesta de exigir a los Estados que acepten un procedimiento
institucionalizadJ para regular actividades que causen daño o entrañen riesgo.
Quizá sea oportuno avanzar más lentamente.

35. \ntes de aprobar artículos concretos, la CDI debe ponderar el alcance general
del proyecto, analizando, entre otras cosas, la conveniencia de limitar la
responsabilidad a actividades específicas que entrañen riesgo, la cuestión de la
causalidad, la definición de los daños y la relación entre la responsabilidad por
actos no prohibidos por el derecho internacional y la responsabilidad de los
Estados por actividades contrarias a sus obligaciones internacionales. De la
práctica escatal cabe inferir que los Estados han de asumir responsabilidad por las
consecuencias de actividades concretas aprobadas por ellos y que entrañen riesgo de
causar daños transfronterizos apreciables. En ningún caso debe establecerse la
responsabilidad de los Estados por cualquier daño transfronterizo originado en su
territorio, ni obligarse a los Estados a someter a procedim:entos internacionales
concretos cualesquiera efectos p~rjudiciales transfronterizos.

36. Su delegación recomienda una vez más que se analice a fondo la práctica
jurídica nacional e internacional y que se preste la debida atención a las
propuestas iormuladas y las negociaciones encaminadas a establecer obligaciones
internacionales en esferas concretas de la actividad industrial caracterizadas por
su peligrosidad. Por lo que se refiere a los artículos 10 a 17, debe estudiarse
cuidadosamente si las normas propuestas por la CDI para regular los usos de los
cursos de agua internacionales para fines distintos de la navegación son aplicables
en otras esferas.

37. El Sr. VILLAGRAN KRAMER (Guatemala), refiriéndose al proyecto de código de
crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad, expresa su razonable certeza
de que esté listo, en su conjunto, antes de que concluya el siglo xx. En ese
contexto, la CDI adelanta nuevos enfoques, interrelacionados con otros temas, como
el de la responsabilidad de los Estados. El hecho de que la CDI se plantee la
delimitación y diferenciación entre crímenes y delitos, por una parte, y la
calificación de ciertos crímenes de guerra, los más graves, por la otra, abre un
espectro suficientemente flexible como para precisar los efectos jurídicos de lo
que debe ser punible y lo que cae en terrenos de la responsabilidad del Estado.
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Este criterio tiene un gran valor metodológico, puesto que permite separar los
crímenes que se reputan graves de otros actos delictuosos que no tienen esa
naturaleza, tipificándolos con mayor claridad y certeza y contribuyendo al estudio
de la jurisdicción competente para su enjuiciamiento.

38. Con respecto a los crímenes de guerra, su delegación favorece la segunda
variante del artículo 13 propuesta por el Relator Especial. La expresión grave
tiene, en su opinión, un valor meramente ilustrativo. Lo importante es separar y
disti~guir distintas categorías de crímanes de guerra, y no sólo enumerarlos.
A ese respecto parece adecuada la sugerencia, expuesta en las páginas 146 y 147 d~l

informe de la COI, de distinguir y tratar separadamente los crímenes contra las
personas, los crímenes cometidos en el campo de batalla en violación de las normas
de la guerra, y los crímenes consistentes en el empleo de medios de combate
prohibidos, entre ellos los dispositivos nucleares.

39. Por lo que a los crímenes contra _a humanidad se refiere, la enumeración de
los distintos actos que tipificarían esos crímenes permitirá esclarecer los
elementos de una definición, que, por lo demás, sería conveniente formular teniendo
en cuenta el papel que el móvil puede desempeñar en unos casos pero no en otros.
El proyecto de artículo 14 pr ~entado por el Relator Especial es por ello digno de
encomio. Conviene hacer hincapié en los actos relacionados con los bienes de
interés vital de la humanidad, como el medio ambiente, y en el tráfico de
estupefacientes. En ambos casos el bien jurídico por proteger es colectivo. De ahí
que la gravedad de los actos cobre una dimensión jurídica muy marcada. El concepto
de delito o crimen ecológico podría utilizarse en el futuro. En materia de tráfico
internacional de estupefacientes cobran particular relevancia la cooperación
judicial de los Estados y el posible establecimiento de u~ tribunal internacional
para juzgar esos delitos en determinados casos.

40. Acerca de los nuevos artículos relacionados con los crímenes contra la paz, su
delegación estima que debe ponderarse la conveniencia de suprimir el título del
artículo 12 y explorarse más a fondo lo relativo a las modalidades económicas de la
intervención.

41. El Sr. CORELL (Suecia), hablando en nombre de Dinamarca, Finlandia, Islandia,
Noruega y Suecia, manifiesta que interesa a los países nórdicos el tema de la
responsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales de actos no
prohibidos por el derecho internacional y que el parecer general de esos países
sobre ese tema 10 presentó el año pasado el representante de Finlandia. Los países
nórdicos han expresado la esperanza de que se elabore cuanto antes un instrumento
jurídico apropiado en la esfera de la responsabilidad internacional, particularmente
en lo relativo a los daños ambientales transfronterizos. Los problemas relacionados
con la protección del medio ambiente, incluido el de los Estados vecinos y el
patrimonio común, son considerables.

42. Tras el desastre de Chernobyl, los países nórdicos sug1r1eron que se diese
elevada prioridad al proyecto de convención sobre la responsabilidad internacional
para elaborar una serie de normas generales, una convención marco. Las normas más
concretas correspondientes a zonas particulares, como los accidentes nucleares,
deberían elaborarse en el ámbito de otras organizaciones internacionales, como el
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Organismo Internacional de Energía Atómica. El concepto de responsabilidad
internacional debería elaborarse con ocasión de esas normas generales sin tocar el
punto de la posible ilicitud. Haya o no daño por efecto de un comportamiento
ilegal, la justicia requiere que las víctimas inocentes reciban compensación.

43. Los países nórdicos apoyan el enfoque general adoptado por la CDI. El informe
de ésta señala que la proliferación de convenciones sugiere la posibilidad jurídica
de un régimen más general. La mayoría de los miembros de la Sexta Comisión,
incluidos los países nórdicos, desean establecer un régimen de responsabilidad
estatal. El mejor método sería elaborar una convención marco que alentase la
concertación de tratados regionales y convenios bilaterales de más largo alcance.
Aunque haya muchos instrumentos internacionales, una convención marco de carácter
general no sería superflua. La existencia de una práctica general requiere una
labor de codificación.

44. Los países nórdicos han apoyado tradicionalmente la elaboración del derecho
internacional relativo a la responsabilidad y la indemnización de las víctimas de
la contaminación y de otros daños. Cabe citar en tal sentido los Principios 21
y 22 de la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio
humano, de 1972. El Principio 21 declara que los Estados tienen el derecho
soberano de explotar sus propios recursos en aplicación de su propia política
ambiental y la obligación de asegurar que las actividades que se lleven a cabo
dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio de otros
Estados o de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional. Con arreglo al
Principio 22, los Estados deben cooperar para continuar desarrollando el derecho
internacional en 10 que se refiere a la responsabilidad y a la indemnización a las
víctimas de la contaminación y otros daños ambientales que las actividades
realizadas dentro de la jurisdicción o bajo el control de tales Estados causen a
zonas situadas fuera de su jurisdicción.

45. La Conferencia de Estocolmo sobre el Medio Humano se celebró hace ya casi
20 años. Es de lamentar que la comunidad internacional no haya podido elaborar
todavía un sistema de derecho internacional en la esfera de la protección del medio
ambiente. La opinión jurídica clásica no se aplica aquí. Hace falta un enfoque
basado en el interés de la protección de la víctima, en vez de la designación del
culpable. La protección requiere la cooperación entre los Estados, el intercambio
de información y la celebración de negociaciones ad hoc.

46. Hacen falta normas generales suficientemente concretas para dar al legislador
nacional una idea clara de las consecuencias de la reglamentación. Tales normas
deberán ser suficientemente amplias para tener en cuenta el riesgo y el daño
derivado del uso futuro de nuevas tecnologías.

47. El enfoque general se ha plasmado en un texto propuesto todavía excesivamente
abstracto. Se ha aclarado el ámbito de aplicación de la convención, pero debe
prestarse más atención a las obligaciones que derivan de ella. Cabe preguntar si
los Estados Miembros de las Naciones Unidas están dispuestos a ser partes en una
convención que les obligue a aceptar la responsabilidad de los daños causados por
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actividades que no se concretan, y que son imprevistas y en cierto grado todavía
inexistentes. Los textos que se elaboren.podrá~ consistir en normas obligatorias o
en un conjunto limitado de normas obligatorias complementado por directrices
contenidas en un código de conducta.

48. Hay necesidad de centrar la atención en la formulación de normas generales
breves, usando la terminología usada en convenciones internacionales o bilaterales
parecidas. Un texto básico breve de esa índole podría complementarse con anexos o
apéndices. Este método se ha usado en la elaboración de convenciones
internacionales y regionales sobre el medio ambiente, como el Convenio de He1sinki
sobre la protección del medio marino de la zona del Mar Báltico, de 1974, el
Convenio de Londres sobre la prevención de la contaminación del mar por vertimiento
de desechos y otras materias, de 1972, el Convenio de París sobre la prevención de
la contaminación marina procedente de fuentes terrestres, de 1974, la Convención de
Viena sobre la protección de la capa de ozono, de 1985.

49. El Relator ha armonizado la definición del término riesgo/daño apreciable con
la correspondiente definición contenida en el tema del derecho de los usos de los
cursos de agua internacionales para fines distintos de la navegación.

SO. El te~to revisado de las partes primera y segunda del presente proyecto
contiene disposiciones y principios generales. Los países nórdicos desean que el
artículo 1 se divida en párrafos separados correspondientes respectivamente a las
situaciones de "daño" y de "riesgo". Por lo que se refiere al artículo 5, relativo
a la falta de efectos sobre otras normas del derecho internacional, manifiestan su
preferencia por el segundo texto que figura entre corchetes, que es más claro que
el texto original. La revisión del artículo 6 lo ha aproximado al artículo 1 y al
Principio 21 de Estocolmo.

51. El Relator mencionó dos cuestiones preliminares nuevas respecto de las cuales
desea recibir las observaciones de los Estados Miembros. Una es la cuestión de
la responsabilidad por las actividades que entrañan daños considerables para
muchos Estados, y el riesgo derivado de las mismas. La otra se refiere a la
responsabilidad por las actividades que causan daños al patrimonio común.
Los países nórdicos acogen con agrado esas adiciones. Las normas que se elaboren
para esas cuestiones tendrán un efecto importante al preparar textos equivalentes
en las futuras convenciones sobre la atmósfera y sobre el clima.

52. Los países nórdicos desean que el futuro proyecto mencione algunas cuestiones
particulares. Las disposiciones referentes a la responsabilidad y la indemnización
pueden ser algo más explícitas. El ámbito del término "responsabilidad" debe
aclararse. Los Estados necesitan una mayor claridad con respecto a los criterios
para la indemnización. Esta cuestión debe tratarse por separado, y la disposición
deberá sugerir una elección de los factores que han de considerarse para determinar
el nivel de la indemnización.

/ ...
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53. Un régimen internacional de responsabilidad estatal permitirá la indemnización
de las víctimas cuando se causen daños de gran magnitud. Los otros Estados podrán
también exigir responsabilidad por los daños causados al medio ambiente en los
casos en que el autor concreto de los daños no pueda identificarse.

54. Los regímenes de responsabilidad civil serán insuficientes en las situaciones
sumamente graves con respecto a la compensación de las víctimas. Ellos son
complementos valiosos de la responsabilidad estatal. Los países nórdicos desean
que la relación mutua entre la responsabilidad estatal y la responsabilidad civil
se aclare en el texto y estiman que debe crearse un sistema en que el régimen de
responsabilidad estatal y el régimen de responsabilidad civil se complementen
mutuamente. Debe también alentarse a los Estados a usar los regímenes existentes
de responsabilidad civil. En el texto conviene introducir una recomendación a los
Estados para que elaboren, a nivel interno o internacional, los sistemas
correspondientes de responsabilidad civil.

55. Los países nórdicos estiman que debe adoptarse una postura clara con respecto
a la cuestión de la delimitación entre la presente convención y las convenciones y
acuerdos especiales existentes o futuros. Es comprensible que los miembros de la
CDI estimen que esa cuestión puede resolverse haciendo referencia al artículo 30 de
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1968 o a las normas
generales del derecho internacional. Sin embargo, los Estados necesitan un mayor
grado de orientación sobre ese punto.

56. Finalmente, la convención debe establecer claramente la línea divisoria entre
sus normas en materia de responsabilidad y las normas que se establezcan para la
futura convención sobre la responsabilidad de los Estados y el código de crímenes.

57. El PRESIDENTE anuncia que la Argentina y España se han sumado a los
patrocinadores del proyecto de resolución sobre la CNUDMI contenido en el
documento A/C.6/44/L.5.

58. El Sr. KOROMA (Sierra Leona), refiriéndose al proyecto de código de crímenes
contra la paz y la seguridad de la humanidad, advierte que este año el examen del
tema coincide con el 50° aniversario del comienzo de la segunda guerra mundial.
Resulta alentador observar que la reserva de algunas delegaciones con respecto a
esta cuestión parece estar desapareciendo. Su delegación siempre ha opinado que la
labor sobre este tema no debe considerarse como un intento de revivir el pasado,
sino de fomentar el respeto por el derecho internacional.

59. En cuanto al artículo 13, sobre los crímenes de guerra, debe señalarse que el
derecho consuetudinario antecede en esta materia a las diversas convenciones
aprobadas. El moderno derecho de la guerra aparece en gran medida en los tratados
celebrados a lo largo del último siglo. Estos antecedentes, incluida la costumbre
como fuente de derecho, se deben tener en cuenta al definir los crímenes de guerra.
A este respecto, cabe recordar que el Estatuto del Tribunal Militar Internacional
de 1945 no sólo contiene una definición de los crímenes de guerra, sino también
una lista de éstos. Su delegación estima que se debe adoptar el mismo criterio,
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Esto es, una definición seguida de una lisla indicativa. De ahí que prefiera la
segunda variante de artículo 13 presentada por el Relator Especial. La definición
parece incluir tanto el derecho consuetudinario como las convenciones y los
principios reconocidos del derecho aplicable a los conflictos armados.

60. Acerca del concepto de "gravedad", su delegación estima que esta cuestión se
refiere estrictamente a las sanciones. Toda violación de las leyes de guerra
constituye un crimen de guerra que exige un castigo. El concepto de gravedad 10
introdujeron los Convenios de Ginebra de 1949, que establecían que las infracciones
graves y otras violaciones de las convenciones constituían crímenes de guerra
cuando se cometían en pequeña escala, pero eran crímenes contra la humanidad cuando
se cometían en gran escala. La gravedad era ~no de los requisitos de los crímenes
de guerra, pero las infracciones no dejaban de ser tales.

61. Refiriéndose al artículo 14, su delegación cree que convendría adoptar una
definición de los crímenes contra la humanidad. El principal elemento sería el
hecho de que esos crímenes afectan no sólo a una clase de civilización, sino a la
universalidad de la raza humana. Nadie que cometa un crimen de esta naturaleza
podrá excusarse diciendo que sus víctimas no pertenecen a una raza civilizada. Por
otra parte, su delegación apoya la inclusión del genocidio como crimen contra la
humanidad, pero le suscita reservas la mención de la "intención" en el párrafo 1
del artículo 14.

62. En cuanto al apartheid, existe una sólida base jurídica para caracterizarlo
como crimen contra la humanidad. En cuanto a su definición, su delegación prefiere
la segunda variante del párrafo 2 del artículo 14, que virtualmente reproduce el
texto pertinente de la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del
Crimen de Apartheid. Debe mantenerse la referencia al Africa meridional en razón
del origen histórico de este crimen. En cuanto a la esclavitud o cualquier otra
forma de servidumbre, especialmente el trabajo forzado, resulta lamentable
comprobar que pese a los esfuerzos de la comunidad internacional y de las Naciones
Unidas, estas prácticas se siguen perpetrando en varias partes del mundo, incluido
el continente africano. Por consiguiente, cabe felicitarse de una disposición que
declara a estas prácticas crímenes contra la humanidad.

63. El trabajo forzado, semejante a la esclavitud, debería considerarse como
crimen contra la especie humana. Aunque la OIT se ha ocupado de esta cuestión,
corresponde a la Asamblea General declarar que el trabajo forzado es un crimen
contra la paz y la seguridad de la humanidad.

64. Aunque el traslado forzoso de población se ha considerado ilegal desde
comienzos de siglo y se prohíbe en el Convenio de La Haya de 1907 y en los
Convenios de Ginebra de 1949, persiste en diversas partes del mundo y, en concreto,
en Sudáfrica. La Asamblea General podría contribuir a erradicar esa práctica si la
declarase crimen contra la humanidad.

65. El Sr. Martínez Gondra (Argentina) ocupa la Presidencia.
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66. La destrucción de bienes fuera del tiempo de guerra se ha co~sideradc desde
hace largo tiempo como crimen contra la humanidad. La UNESCO ha perfeccionado el
Convenio de La "aya de 1954 en relación con la protección de bienes durante los
conflictos armados, con miras a preservar e¡ patrimonio cultural de la humanidad.
En consecuencia, el orador apoya la propuesta de incluir esta figura en el proyecto
de código.

67. Su ~elegación celebra la inclusión del artículo relativo a la amenaza de
agres~on, fruto de la labor de la comunidad internacional tendiente a proscrib:r no
solamente el uso de la fuerza. En otras épocas hubo numerosos casos de Estados que
perdieron su independencia a través de amenazas y ultimátum. El derecho
internacional contemporáneo no sólo prohíbe el uso de la fuerza, sino también la
amenaza del uso de la fuerza, por lo cual su inclusión en el código sólo reafirma
la posición de la comunidad internacional en esa esfera.

68. Paralelamente, la intervención ilegal en violación de la Carta de las Naciones
Unidas es un delito contra la paz. A juicio del orador, la inclusión de la palabra
"gravemente" en la definición de ese crimen equivale a establecer un doble criterio
de gravedad, habida cuenta de que ya se había decidido que sólo se incluirían en el
código los crímenes graves. Además, y según cierta escuela de pensmniento, incluso
la intervención indirecta constituye una violación de la Carta. En consecuencia,
es preferible mantener el criterio de la violación de la Carta de las Naciones
Unidas, y no a9regar el elemento de la gravedad.

69. En lo tocante al crimen de dominaciÓn colonial y otras formas de dominaciÓn
extranjera, el orador señala que las Naciones Unidas siempre han defendido el
derecho a la libre determinación de los pueblos coloniales. No obstante, ese
derecho debe reforzarse sobre la base de las resoluciones de la Asamblea General
1514 (XV) y 2625 (XXV), así como de las opiniones consultivqs de la Carte
Internacional de Justicia en relación con Namibia y el Sáhara Occidental.
Con arreglo al derecho internacional contemporáneo, el principio de la libre
determinación se ha convertido en una norma indiscutible de derecho internacional
con rango imperativo. Por ello, el mantenimiento por la fuerza de la dominación
colonial o cualquier otra forma de dominación en violación de la Carta de las
Naciones Unidas constituye un crimen contra la paz. De todos modos, el
colonialismo es un crimen no solamente en el caso de violación del principio de la
libre determinación. En consecuencia, hubiera sido preferible que la redacción del
artículo fuese la ~iguiente: "El colonialismo y otras formas de dominación
extranjera son ilegales cuando se llevan a cabo en contra de los principios de la
Carta de las Naciones Unidas".

70. En relación con el estatuto del correo diplomático y de la valija diplomática
no acompañada por un correo diplomático, el orador celebra que se haya incluido a
las organizaciones internacionales en el proyecto de artículos, con lo que se
protege la confidencialidad que requieren en el desempeño de sus funciones. Esa
confidencialidad se pone de manifiesto especialmente en el caso de la labor de
mantenimiento de la paz que llevan a cabo las Naciones Unidas.
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71. La expresión que se utiliza en el proyecto de artículos para definir la valijadiplomática, a saber, "bultos que contienen correspondencia oficial y documentos",no permite saber claramente en qué consiste la valija diplomática. Seriapreferible no mencionar "bultos" al definirla. Esa observación procede asimismo enel caso del artícuJo 24, relativo a la identificación de la valija diplomática.Además, el artículo 25, relativo al contenido de la valija diplomática, no alude abultos, ya que se limita a disponer que la valija diplomática sólo pue~e contenercorrespondencia oficial y documentos u objetos destinados exclusivament~ al usooficial.

72. El artículo 26, que se ocupa del envío de la valija diplomática por correo ocualquier modo de transporte, es de gran importancia para los países en desarrollo,ya que la mayoría de ellos envía sus valijas no acompañadas por correos. Esteartículo debería ser más explícito para tener en cuenta ciertos hechos. Así,muchas veces se retrasa la recogida de las valijas en los aeropuertos debido a queno se informa de su llegada a los destinatarios. En algunos casos, las valijas sepierden durante largo tiempo y, además, puede que, cuando no estén acompañadas porun correo diplomático, ni siquiera puedan acogerse a las disposiciones delartículo 28, ya que pueden ser violadas, examinadas o inspeccionadas por medioselectrónicos y otros medios técnicos antes de que sus destinatarios las reclamen.Por ello, cabe esperar que cuando vuelvan a examinarse estos artículos, seestablezcan normas para proteger a la valija diplomática no acompañada por uncorreo diplomático.

73. En el artículo 28 la COI ha conseguido conciliar los intereses antagónicos delEstado que envía, del Estado de tránsito y del Estado receptor. La valijadiplomática, corno se establece en el párrafo 1 de ese artículo, ha de ser inviolabley estar exenta de inspección, directamente o por medios electrónicos y otros mediostécnicos con objeto de proteger la confidencialidad de las comuni~aciones oficiales.El orador apoya la redacción del párrafo 2 del artículo 28. Esa disposiciónconcilia la necesidad de confidencialidad del Estado que envía y la necesidad deseguridad del Estado de tránsito o del Estado receptor. No obstante, el artículono se ocupa de la situación que se plantea cuando se envía una valija consulardesde una misión a su Estado y el Estado desde el que se envía abriga sospechas enrelación con el contenido de la valija.

74. Con objeto de aclarar su significado, del) volver a redactarse el artículo 30,relativo a las medidas de protección en caso de fuerza mayor y otras circunstanciasexcepéionales.

75. A juicio del orador, el artículo 32 completa las disposiciones relativas alcorreo diplomático y a la valija diplomática que figuran en las convencionesvigentes.

76. La delegación de Sierra Leona considera adecuada la metodología escogida paradesarrollar el terna de la responsabilidad de los Estados, cuya importancia no debesubestimarse. La distinción entre delitos y crímenes y sus consecuencias jurídicasfacilitará la determinación de los derechos y obligaciones de las partes. Tambiénmerece consideración la propuesta de separar la cesación y la reparación.
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77. La cesación y la restitución en especie son remedios diferentes. La primera
es la obligación de poner fin a la conducta ilícita y restablecer la acción de la
norma primaria quebrantada. No es, en sentido estricto, una forma de reparación,
sino una norma primaria, por lo que su lugar está entre los principios generales.
sin que ello excluya la posibilidad de combinarla con otros remedios, como a menudo
ocurre en la esfera diplomática. La restitución, por su parte, es objeto de
distinto tratamiento en derecho interno y en derecho internacional. En derecho
interno, el fin de la restitución es reintegrar a ambas partes a la situación en
que hubieran estado de no existir contrato. Aunque la restitutio in integrum se
contempla también en derecho internacional, su fin es restaurar el statu guo
anterior a la comisión del acto ilícito.

78. La restitución no ha de ser materialmente imposible ni excesivamente onerosa,
pero tampoco debe permitirse la perpetuación de injusticias. No debe recurrirse en
ningún caso al derecho interno para frustrar la restitución o impedir el ejercicio
del derecho de libre determinación.

79. La responsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales de
actos no prohibidos por el derecho internacional plantea no pocas dificultades.
Su delegación opina que el tema se circunscribe al daño causado como resultado de
actividades realizadas bajo la jurisdicción de otro Estado. Los Estados están
obligados a no causar daños a terceros por sus actividades transfronterizas.
No obstante, si esos daños se producen, el Estado de origen es responsable de
ellos. Por consiguiente, la base de la responsabilidad es el daño, y basarla
exclusivamente en el riesgo dificultaría el desarrollo del tema, habida cuenta de
que todas las actividades entrañan un cierto riesgo. Sin embargo, para determinar
la responsabilidad también hay que tener en cuenta el riesgo, ponderando al mismo
tiempo otros factores, como la negligencia y la previsibilidad. De hecho, aunque
en el informe se intenta considerar el daño y el riesgo como fundamentos
independientes de la responsabilidad, se trata de conceptos que no se contradicen y
que, integrados, constituyen una base única de la responsabilidad, para determinar
la cual hay que tener también presentes otros factores.

80. El orador no cree necesario referirse al procedimiento para el arreglo de
controversias en la fase actual de las deliberaciones. Lo importante es establecer
principios generales y pautas jurídicas para que los Estados puedan adoptar medidas
preventivas. Aunque ello no entraña necesariamente un acuerdo marco, su delegación
lo aceptaría si fuera necesario.

81. La importancia práctica del tema de las inmunidades jurisdiccionales de los
Estados y de sus bienes no puede sobreestimarse. Las fronteras del tema se han
extendido hasta englobar esferas muy diversas. Sin embargo, hay que cuidarse de no
abrir la posibilidad de que se incoen procesos contra Estados con el fin de
someterlos a una jurisdicción extranjera. El proyecto de artículos tiene por
objeto reafirmar y fortalecer el concepto de la inmunidad jurisdiccional,
estableciendo excepciones bien definidas. Desde esa perspectiva, la sustitución
del principio de la inmunidad del Estado por la denominada inmunidad funcional no
sólo disminuye la eficacia de la norma sino que además introduce un factor de
incertidumbre y, en algunos casos, puede obstaculizar el crecimiento económico de
los países en desarrollo.

l •••
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82. Por lo que se refiere a los artículos propuestos, su qele~ación celebra que se
hayan mantenido los criterios de la naturaleza y la finalidad para la determinación
del carácter mercantil de los contratos, solución transaccional favorable a los
intereses de algunos países en desarrollo. El nuevo texto del párrafo 1 del
artículo 4, con la inclusión de las palabras "según el derecho internacional", es
aceptable. En el artículo 6, núcleo del proyecto, es adecuada la supresión de las
palabras enmarcadas entre corchetes, que limitaban el ámbito de aplicación del
proyecto y permitían a los Estados interpretar el artículo con arreglo a sus
particulares puntos de vista. Sin embargo, el párrafo 455 del informe de la COI no
debe entenderse en el sentido de que se ha optado por un criterio restrictivo en
detrimento de las inmunidades jurisdiccionales del Estado.

83. Su delegación acepta el artículo 7 con una leve enmienda para suprimir la
expresión "en el Estado del foro" en la segunda línea.

84. Es también aceptable el artículo 8, pero convendría introducir una disposición
con arreglo a la cual, en los casos en que ha habido un cambio fundamental en las
circunstancias existentes en el momento de la concertación de un contrato, el
Estado que consintió en el ejercicio de la jurisdicción de un tribunal extranjero
pueda reivindicar la inmunidad. Hay una base legal considerable para una
disposición de esa índole en el derecho interno, en las opiniones de los juristas
internacionales, en las decisiones de la Corte Internacional de Justicia y en las
normas de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

85. Hay todavía opiniones divergentes con respecto al título de la tercera parte.
En el caso de la inmunidad jurisdiccional, la existencia de la norma no es
objeto de controversia. El mandato de la COI es establecer la norma claramente,
juntamente con las excepciones. Su delegación se manifiesta a favor del título
"Excepciones a la inmunidad estatal".

86. Por lo que se refiere al artículo 11, que es la excepC10n principal a la
inmunidad estatal, el párrafo i) revisado del artículo representa una mejora
respecto del texto anterior, pero simplifica todavía excesivamente la cuestión al
suponer que una actividad determinada es mercantil, cuando en realidad la actividad
misma puede ser objeto de controversia.

87. El propósito que inspira los artículos 12 y 13 es encomiable. La persona que
cumplió un contrato de trabajo o sufrió lesiones o daños en sus bienes debe ser
indemnizada. Sin embargo, los gobiernos pueden resolver mejor esos problemas entre
sí. El problema a que se refiere el artículo 13, puede resolverse por medio de una
póliza de seguro. A juicio de su delegación, la cuestión se resolvería mejor
mediante una póliza de seguro, que es el camino adoptado ya por algunos Estados
La inmunidad funcional del Estado y sus autoridades permanece en consecuencia
intacta.

88. Su delegación rechaza el supuesto en que se basa al artículo 19 de que la
concertación de un compromiso arbitral equivalga siempre a una dispensa de la
inmunidad en las controversias relativas a la validez o la interpretación de un
fallo arbitral.
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89. La ubicación del artículo 20, relativo a los casos de nacionalización, puede
dar la impresión de que forma parte de las excepciones a la norma de la inmunidad
estatal, cuando en realidad las medidas de nacionalización son actos soberanos de
un Estado. Su delegación pide en consecuencia la eliminación de es€ artículo.

90. Por lo que se refiere al artículo 21, "Inmunidad del Estado respecto de
medidas coercitivas", su delegación prefiere la nueva redacción del artículo
(A/44/10, pág. 323). El nuevo texto del artículo 24 representa también una
mejora y simplificación del artículo correspondiente.

91. Pasando al tema del derecho ae los usos de los cursos de agua internacionales
para fines distintos de la navegación, su delegación acoge con agrado los dos
proyectos de artículos propuestos sobre riesgos, condiciones dañinas y otros
efectos perjudiciales relacionados con el agua y sobre peligros y situaciones de
emergencia relacionados con el agua. Africa, ~aradójicamente, posee abundancia de
ríos y padece los efectos de la sequía y la desertificación. Los países africanos
experimentan la sequía un año e inundaciones graves al año siguiente. Para
controlar las inundaciones, los Estados del curso de agua deben elaborar arreglos
de cooperación que impliquen la adopción de determinadas medidas, tales como el
intercambio oportuno de datos e información y la instalación conjunta de sistemas o
redes de previsión hidrológica. Los artículos requerirán algunas modificaciones y
enmiendas, pero son útiles y contribuirán positivamente al desarrollo y la
elaboración de proyectos hidrológicos entre Estados africanos.

92. Su delegación celebra los progresos sobre el tema de las relaciones entre los
Estados y las organizaciones internacionales. Para que éstas puedan cumplir sus
objetivos y realizar las tareas y funciones que les encomiendan los Estados miembros
es preciso que gocen de los privilegios e inmunidades necesarios. El informe
se caracteriza por su claridad. La metodología es pragmática y apropiada.
Su delegación seguirá con interés el examen detenido del tema en el futuro.

93. Su delegación ha tomado nota de los esfuerzos hechos por la COI para aplicar
la resolución 43/169 en relación con sus programas, procedimientos y métodos de
trabajo. La decisión de establecer un grupo de trabajo permitirá a la COI
recomendar a la Asamblea General temas apropiados para su posible codificación
y desarrollo.

94. Su delegación desea que la COI examine en el futuro la posibilidad de
desarrollar el derecho de circulación de las personas ~ través de las fronteras
internacionales. Esto entrañaría un estudio y aclaración de los principios del
derecho internacional sobre la expulsión de las personas.

95. Su delegación acoge con agrado la cooperación constante entre la COI y otros
órganos, como el Comité Jurídico Consultivo Asiático-Africano, el Co.üté Europeo de
Cooperación Jurídica y el Comité Jurídico Interamericano. La Sexta Comisión habría
podido beneficiarse de la difusión de los resultados de algunos de los estudios
realizados por el Comité Jurídico Interamericano, por ejemplo sobre tráfico de
estupefacientes y extradición.
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96. Su delegación otorga importancia considerable al Seminario sobre D~recho

Internacional y agradece a los gobiernos que suministran becas para hacer factible
la celebración del seminario.

97. Finalmente, la Conferencia en memoria de Gilberto Amado se dedicó acertadamente
en el presente año al tema "Reflexiones sobre aspectos jurídicos de las operaciones
de mantenimiento de la paz en las Naciones Unidas". Es oportuno considerar la base
jurídica de esa institución que asiste a las Naciones Unidas en el logro Je su
objetivo fundamental de promover el mantenimiento de la paz internacional y
mantener el derecho y el orden.

Se levanta la sesión a las 13.10 horas.
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